	


SALA DE CASACIÓN SOCIAL

ACCIDENTAL

Ponencia del Magistrado Doctor JUAN RAFAEL PERDOMO
En el juicio por cobro de prestaciones sociales que sigue el ciudadano ANDRÉS ELOY HERRERA DELGADO, representado por los abogados Inés Matilde Díaz Soublette, María Castellanos Miranda, Alcira Trinidad Flores y Nicolaza Camacho González, contra la sociedad mercantil BANCO DE VENEZUELA S.A.C.A., BANCO UNIVERSAL GRUPO SANTANDER, representada por los abogados Ángel Bernardo Viso, Alonso Rodríguez, Pillaluga, León Enrique Cottin, Igor Enrique Medina, Ángel Gabriel Viso, Juan Garrido Rovira, Luis A. García Montoya, Beatriz Abraham Monserat, María de Lourdes de Viso, Ana Sofía Gallardo, Alexander Preziosi P., María Carolina Solorzano Palacios, Graciela Yazawa, Albi Jaramillo Rodríguez, Alfredo Abou-Hassan, Álvaro Prada, Antonio Anato, Valentina  Rodríguez, Jorge Gallegos Dacal y Elena Amato Soares, el Juzgado Superior Tercero para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas, conociendo por apelación de ambas partes, declaró en sentencia publicada en fecha 24 de enero de 2006, con lugar la demanda, modificando la sentencia proferida por el Juzgado Primero de Primera Instancia de Juicio para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, que declaró parcialmente con lugar la demanda.
Contra esta decisión de Alzada, la parte demandada anunció oportunamente y formalizó recurso de casación. Hubo contestación.

Recibido el expediente, por inhibición del Magistrado OMAR ALFREDO MORA DÍAZ, declarada con lugar, se convocó a la Segunda Magistrada Suplente Dra. NORA VÁSQUEZ DE ESCOBAR, quien aceptó y se constituyó la Sala Accidental.

Cumplidas las formalidades legales con el nombramiento de ponente en la persona del Magistrado quien con tal carácter suscribe, la celebración de la audiencia oral, pública y contradictoria en fecha 19 de octubre de 2006 y la emisión de la decisión inmediata contemplada en el encabezamiento del artículo 174 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, pasa en esta oportunidad la Sala a reproducir y publicar la sentencia en los términos siguientes:

RECURSO DE CASACIÓN

Con fundamento en el ordinal 3° del artículo 168 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, denunció el formalizante que la recurrida incurrió en vicio de inmotivación, por carecer de los motivos de hecho y de derecho de la decisión.

Señala el formalizante que la recurrida no señaló los motivos por los cuales desechó la apelación formulada por la parte demandada y ni siquiera expuso cuáles fueron los señalamientos en los que fundamentó la decisión.

Alega que con dejar de examinar sus argumentos esta violando el derecho de defensa y a ser oído, que tiene como garantía fundamental todo proceso y además, de haber expuesto los motivos relacionados con la apelación ejercida, habría encontrado que sus objeciones enervan la procedencia del pago de varios conceptos laborales.

La Sala observa:

La inmotivación es el vicio que provoca la omisión de uno de los requisitos esenciales de la sentencia, que impone el artículo 243 ordinal 4º del Código de Procedimiento Civil, cuando ordena que todo fallo debe contener los motivos de hecho y de derecho de la decisión. Igualmente ha establecido este Tribunal, conforme a su doctrina pacífica y reiterada, que la inmotivación consiste en la falta absoluta de fundamentos; que los motivos exiguos o escasos, o la motivación errada no configura el vicio de falta de motivación. El vicio de inmotivación existe cuando una sentencia carece absolutamente de fundamento, sin confundir la escasez o exigüidad de la motivación con la falta de motivos que es lo que da lugar al recurso de casación por defecto de actividad. Así, hay falta de fundamentos, cuando los motivos del fallo por ser impertinentes, contradictorios o integralmente vagos o inocuos no le proporcionan apoyo alguno al dispositivo de la sentencia, que es la finalidad esencial de la motivación

En virtud de los principios de la unidad y autosuficiencia del fallo, la determinación objetiva puede estar reflejada en cualquier parte de la sentencia, siempre que conste en forma clara y precisa, y no deba recurrirse para ello a la revisión de las actas procesales que cursan en el expediente.

En el caso concreto, la Sala aprecia que el Tribunal de alzada en su sentencia no especifica por qué declara con lugar la apelación de la parte actora y sin lugar la apelación de la parte demandada, es decir, sólo se limita a analizar con profundidad una de las pruebas de la parte demandada, específicamente la prueba de testigos que de acuerdo con sus declaraciones, para el Juez de alzada el actor, ejercía un cargo de dirección, sin indagar más sobre el particular.

Además, del fallo antes mencionado se observa que el Juez de alzada en modo alguno dio cumplimiento al requisito previsto en el artículo 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y en el ordinal 6º del artículo 243 del Código de Procedimiento Civil, al no determinar de forma clara y precisa el objeto sobre el que recayó la decisión; simplemente remitió la decisión a ciertas y determinadas pruebas y tampoco explica de manera detallada los conceptos que se le deben cancelar al actor, pues sólo ordena  que le cancelen lo que le corresponda según los cálculos realizados por la experticia complementaria del fallo.

En ese sentido, considera la Sala que en el caso examinado, la recurrida quebrantó la disposición contenida en el artículo 159 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo y en el artículo 243 ordinales 4° y 6° del Código de Procedimiento Civil, al no motivar su decisión ni determinar en forma clara y precisa el objeto sobre el cual recae la misma, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 249 del Código de Procedimiento Civil, pues la realización de una experticia complementaria del fallo, sin establecer los parámetros sobre los cuales el perito debe calcular la diferencia de prestaciones sociales y demás conceptos demandados.
Por las razones anteriores se declara procedente esta denuncia. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 175 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, al haberse encontrado procedente la denuncia planteada por el formalizante, la Sala debe pronunciarse sobre el fondo de la controversia.

DECISIÓN SOBRE EL FONDO DE LA CONTROVERSIA  

Alega el actor que comenzó a prestar servicios como gerente de agencia o surcusal, Valle de la Pascua, en el Estado Guárico desde el 15 de diciembre de 1978 de manera continua e ininterrumpida hasta el 02 de noviembre de 1999 cuando la empresa lo despidió injustificadamente, después de veinte (20) años, diez (10) meses y dieciséis (16) días; que goza de estabilidad laboral; que su último salario diario promedio fue de Bs. 16.046,00; que se amparó ante la Inspectoría del Trabajo y la empresa negó todos los conceptos.

Con base en estos hechos y ante la imposibilidad de reincorporarse a sus labores habituales reclama la cantidad de Bs. 34.991.715,10 correspondientes a antigüedad desde el 15 de diciembre de 1978 hasta 02 de noviembre de 1999, con un incentivo de Bs. 485.000,00, un paquete anual de Bs. 5.776.579,22 antigüedad, preaviso, preaviso extra (convenio colectivo), utilidades proporcionales, cláusula 40 convenio colectivo, bonificación especial anual, vacaciones vencidas, bono vacacional, vacaciones fraccionadas, bono vacacional fraccionado, bono vacacional convención anterior cláusula 79 e incentivo correspondiente al 2° semestre del año 1999, indemnización por despido injustificado y la Ley Orgánica del Trabajo.

La demandada, negó cada uno de los conceptos señalados por el actor, negó el salario que señala el actor y alegó que para el momento de la terminación del contrato el último salario era de ciento treinta mil bolívares con 00/100 céntimos (Bs. 130.000,00), que en todo caso el cálculo para el salario debe hacerse con base en un salario normal y no en un salario integral como lo señala el actor; de igual forma negó gozara de estabilidad laboral al momento del despido, pues su cargo era de dirección y por lo tanto carece de dicha estabilidad; negó el paquete anual y que la antigüedad se le deba cancelar doble.

Alegó la demandada que la relación laboral comenzó el 15 de diciembre de 1978; que le ofreció el pago de sus prestaciones sociales de manera inmediata y esté se negó a recibirlo y que el cálculo de sus conceptos laborales deben pagarse con base en el salario integral.

En el caso concreto, del análisis del libelo y de la contestación ha quedado establecida la existencia de la relación de trabajo, por lo que la controversia radica en determinar los conceptos reclamados, el salario, si ejercía o no un cargo de dirección y si el actor gozaba de estabilidad laboral o no para el momento en que fue despedido.

Ahora bien, conteste con lo previsto en los artículos 72 y 135 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, el régimen de distribución de la carga probatoria en materia laboral, se fijará de acuerdo con la forma en la que el accionando dé contestación a la demanda.

La carga de la prueba en lo relativo al cargo y el salario corresponde a la parte demandada.

A continuación se valorarán las pruebas que constan en el expediente a los fines de establecer cuáles de los hechos controvertidos en el proceso han sido demostrados. 

PRUEBAS DE LA PARTE ACTORA
Promovió la parte actora el mérito favorable de los autos y en relación con tal solicitud, ha explicado la Sala de Casación Social en reiteradas ocasiones, que éste no es un medio de prueba sino la solicitud de aplicación del principio de la comunidad de la prueba, o de adquisición, que rige en todo el sistema probatorio venezolano que el Juez está en el deber de aplicar de oficio siempre, razón por la cual, al no ser promovido un medio probatorio susceptible de valoración, esta Sala considera que es improcedente valorar tales alegaciones.

La parte actora consignó anexo al libelo, comprobante de nómina correspondiente al año 1999 donde aparecen pagos integrales, como garantizado anual y gastos de representación, comprobantes de nómina donde consta además el sueldo básico de Bs. 65.000,00 quincenal, que es igual aBs. 130.000,00 mensual, la cual se aprecia y merece valor probatorio.

Consignó marcado “C” original del comprobante de disfrute de vacaciones correspondientes al período 1993 al 94 que disfrutó del 16 de agosto de 1999 al 8 de octubre de 1999, pero no le fueron pagadas, el cual se aprecia y se le da valor probatorio; original de carta de despido de fecha 02 de noviembre de 1999 emanada del Banco de Venezuela Grupo Santander, mediante la cual notificó el despido, se aprecia y merece valor probatorio.

También promovió la parte actora impresión de distribución de ingresos para el año 96, para probar la forma de pago de la demandada del salario garantizado anual el cual, merece valor probatorio; promovió un folio útil con membrete del Banco de Venezuela dirigido al actor del estimado o ingreso que iba a recibir de ocho millones cien mil bolívares (Bs. 8.100.000,00), para el año 99, monto que no recibió por despido; promovió constancia de tramitación de solicitud de la copia certificada de la Convención Colectiva celebrada entre el actor y la demandada; auto con sello húmedo la cual se hizo la debida presentación del Convenio por ante la Inspectoría del Trabajo la cual no se aprecia por tratarse de un documento que no aporta nada a la controversia; y la Convención Colectiva de Trabajo celebrada entre el Banco de Venezuela S.A.C.A., y el Sindicato Único Nacional de los Trabajadores y Empleados del Banco de Venezuela, Filiales y Subsidiarias.

Respecto al carácter jurídico de las convenciones colectivas, la Sala aclaró en sentencia Nº 535 de 2003 que si bien es cierto que la convención colectiva tiene su origen en un acuerdo de voluntades, también es cierto que una vez alcanzado el mismo debe necesariamente suscribirse y depositarse ante un órgano con competencia pública, concretamente ante el Inspector del Trabajo, quien no sólo puede formular las observaciones y recomendaciones que considere menester, sino que debe suscribir y depositar la convención colectiva sin lo cual ésta no surte efecto legal alguno. Estos especiales requisitos, le dan a la convención colectiva de trabajo un carácter jurídico distinto al resto de los contratos y permite asimilarla a un acto normativo que debido a los requisitos que deben confluir para su formación y vigencia, debe considerarse derecho y no simples hechos sujetos a las reglas generales de la carga de alegación y prueba que rigen para el resto de los hechos aducidos por las partes en juicio, razón por la cual al ser derecho y no hechos sujetos a su alegación y prueba, no es procedente su valoración.

PRUEBAS DE LA PARTE  DEMANDADA

Promovió la parte demandada el mérito favorable de los autos y en relación con tal solicitud, (ya la Sala explicó su criterio en capítulo anterior al cual se remite.)

Promovió la demandada: marcada con letra “A” legajos de copias emanados del departamento de nómina correspondientes a los pagos quincenales hechos al demandante por conceptos de remuneraciones salariales y demás beneficios; legajos de “copias consulta pagos” al personal en los cuales se describen los pagos por compensación por transferencia y las prestaciones sociales colocadas en fideicomiso; las cuales se aprecian y merecen valor probatorio.

Promovió de conformidad con el artículo 472 del Código de Procedimiento Civil en concordancia con el 502 eiusdem, inspección judicial sobre la base de datos informáticos, contenida en los sistemas de computación del Banco de Venezuela. La cual no fue evacuada. 

De conformidad con el artículo 436 del Código de Procedimiento Civil, promovieron prueba de exhibición, a fin de que se exhiban los recibos de pago de salarios y demás renumeraciones que el Banco le cancelaba mensualmente mediante depósitos hechos a la cuenta de ahorros del Banco de Venezuela, que igualmente exhiba el comprobante de pago del beneficio de compensación por transferencia y la antigüedad sencilla al no ser evacuadas nada tiene que decidirse al respecto.

De conformidad con el artículo 502 del Código de Procedimiento Civil, solicitan al Tribunal se proceda a realizar copias fotostáticas de “los recibos comprobantes de pagos salarios” y demás remuneraciones, las cuales no fueron evacuadas. 

Promovió las testimoniales de los ciudadanos José Luis Quezada, Marinés Calderón, Martha Leuci Carpio, Luis Fernando Villegas Vásquez, Oswaldo José Torrealba Lugo, Edgard José Mejías Guzmán, Alexis Requena y Wilfredo Benítez, lo cual se puede apreciar que de los ocho testigos promovidos por la parte demandada sólo los ciudadanos José Luis Quezada, Marinés Calderón y Martha Leuci Carpio, rindieron sus declaraciones las cuales se aprecian por ser contestes en sus dichos. 

Ahora bien, del examen concatenado de las pruebas quedó establecido que la relación laboral entre el ciudadano Eloy Herrera y el Banco de Venezuela S.A.C.A., Banco Universal Grupo Santander, comenzó 15 de diciembre de 1978 hasta el 02 de noviembre de 1999, como las mismas partes lo establecen; que fue despedido injustificadamente de acuerdo con carta de despido en la cual prescindían de sus servicios y no se basa o no específica ninguna causal de despido previsto en el artículo 102 de la Ley Orgánica del Trabajo; que el ciudadano Andrés Eloy Herrera, ejercía el cargo de Gerente de Agencia en Valle de la Pascua, que administraba al Banco de Venezuela S.A.C.A., supervisaba a sus empleados y clientes y no intervenía en la toma de decisiones de la empresa y por lo tanto al cumplir con estas funciones era personal de confianza y gozaba de estabilidad laboral.

Establece el artículo 112 de la Ley Orgánica del Trabajo: Que los trabajadores permanentes que no sean de dirección y que tengan más de tres (3) meses al servicio del patrono, no podrán ser despedidos sin justa causa.

De igual forma queda establecido que el actor devengaba un salario de cuatrocientos ochenta y un mil trescientos ochenta y un bolívares (Bs. 481.381,00) mensuales.

Respecto a las vacaciones, la parte actora establece que se le adeuda por tal concepto el período vacacional 1993-1994, quedó demostrado por la misma parte actora, mediante recibo de pago que las mismas fueron disfrutadas y por ende también le fue cancelado el bono vacacional correspondiente a este período.

En relación con el cálculo para el pago de las vacaciones no disfrutadas, la Sala en Sentencia N° 78 de 2000, estableció al interpretar el artículo 226 de la Ley Orgánica del Trabajo, que la voluntad del legislador fue prever que cuando finalmente el trabajador tome las vacaciones, que no disfrutó por acuerdo con el patrono, pueda disponer de dinero para que este disfrute sea real y efectivo, y por tanto el trabajador tiene derecho a cobrar las vacaciones no disfrutadas, calculadas esta vez, al último sueldo.

En el caso concreto no quedó demostrado que el trabajador haya tomado sus vacaciones durante el tiempo de servicio razón por la cual deberá pagar la demandada las vacaciones desde el 1995 hasta 1999 calculadas con base en el último salario.

Tiempo de servicio: desde 15-12-1978  hasta 02-11-1999: 20 años, 10 meses y dieciséis días.

Vacaciones: (último salario: Bs. 16.046,00 diario) 

1995: 31 días x Bs. 16.046,00:       Bs.      497.426,00

1996: 32 días x Bs. 16.046,00:       Bs.      513.472,00

1997: 33 días x Bs. 16.046,00:       Bs.      529.518,00

1998: 34 días x Bs. 16.046,00:       Bs.      545.564,00

1999: 35 días x Bs. 16.046,00:       Bs.      561.610,00

Total                                                Bs.   2.647.590,00

 Bono vacacional: 

1995 hasta 1999 x 30 días x 5 años= 150 días x Bs. 16.046,00 = Bs. 2.406.900,00

Total vacaciones y bono vacacional




Bs. 5.054.490,00

Respecto a las utilidades, la Convención Colectiva en la cláusula 75 establece que la empresa pagará 66,6 días de utilidades lo cual fue admitido por la demandada en la contestación.

Utilidades: 66,6 días x Bs. 16.046,00



Bs. 1.068.063,60

Para el cálculo de la prestación de antigüedad, como quedó establecido que la relación laboral comenzó el 15 de diciembre de 1978, corresponde aplicar lo dispuesto en los artículos 666 y 108 de la Ley Orgánica del Trabajo de 1997.

El artículo 666 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que los trabajadores tienen derecho a percibir por indemnización de antigüedad hasta la entrada en vigencia de la Ley, la prevista en el artículo 108 de la Ley promulgada el 17 de noviembre de 1990 calculada con base en el salario normal de mayo de 1997; y, una compensación por transferencia equivalente a treinta días de salario normal por cada año de servicio, calculada con base en el salario de diciembre de 1996.

De las actas del expediente se desprende que al actor le fue cancelada la cantidad de siete millones cuatrocientos dos mil cuatrocientos cincuenta y cuatro bolívares con cuarenta y cuatro céntimos (Bs. 7.402.454,44), desglosado de la siguiente manera: dos millones trescientos noventa y ocho mil treinta y siete bolívares con veintiocho céntimos (Bs. 2.398.037,28) por compensación por transferencia; más prestaciones sociales por la cantidad de cinco millones cuatro mil cuatrocientos diecisiete bolívares con dieciséis céntimos (Bs. 5.004.417,16), razón por la cual se deduce que la demandada no le adeuda nada al ciudadano Andrés Eloy Herrera Delgado por compensación de transferencia que dispone el artículo 666 de la Ley Orgánica del Trabajo, ni por prestaciones sociales  hasta el año 1999.

Para calcular la prestación de antigüedad prevista en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo es necesario calcular previamente el salario integral.

El artículo 133 de la Ley Orgánica del Trabajo define el salario  como “la remuneración, provecho o ventaja, cualquiera fuere su denominación o método de cálculo, siempre que pueda evaluarse en efectivo, que corresponda al trabajador por la prestación de su servicio y, entre otros, comprende las comisiones, primas, gratificaciones, participación en los beneficios o utilidades, sobresueldos, bono vacacional, así como recargos por días feriados, horas extras o trabajo nocturno, alimentación y vivienda”.

El Parágrafo Segundo del artículo parcialmente trascrito consagra que el salario normal es aquella remuneración devengada por el trabajador en forma regular por la prestación de su servicio, que no incluye las percepciones accidentales, la prestación de antigüedad y las consideradas por esta Ley que no tienen carácter salarial.

Prestación de Antigüedad: Art. 108 eiusdem desde 19-06-97 hasta el 02-11-99

19-06-97 al 02-11-99: 
Salario básico diario:





Bs.   16.046,00

Incidencia bono vacacional: 30 días x Bs. 16.046,00 / 360
Bs.     1.337,16

Incidencia utilidades: 80 días x Bs. 16.046,00 / 360

Bs.     3.565,77
Total Salario normal para cálculo de antigüedad

Bs.   20.948,93

145 días x Bs.  20.948,93




Bs.  3.037.594,80

2 días adicionales x Bs. 20.948,93 (correspondientes a 1999)
Bs.       41.897,86





Total



Bs.  3.079.492,66

El artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo establece que si el patrono persiste en despedir injustificadamente al trabajador deberá pagar una indemnización equivalente a treinta (30) días de salario por cada año de antigüedad o fracción superior a seis (6) meses hasta un máximo de ciento cincuenta (150) días; y una indemnización sustitutiva de preaviso de noventa (90) días de salario cuando la antigüedad fuere superior a diez (10) años.

Indemnización por Despido Injustificado:
Artículo 125 eiusdem, 1er. Aparte

150 días x Bs. 20.948,93





Bs. 3.142.339,50
Artículo 125 eiusdem, 2do. Aparte

90 días x Bs. 16.046,00 





Bs. 1.444.140,00
Total indemnización por despido injustificado


Bs. 4.586.479,55

Respecto al preaviso extra la cláusula 66 del Convenio Colectivo, establece que el Banco pagará a los trabajadores que despida sin causa justificada una cantidad equivalente al sueldo básico, además de la indemnización de la Ley Orgánica del Trabajo.

Preaviso extra

30 días x 16.046,00





  Bs. 481.380,00

Respecto a la bonificación especial anual la cláusula 76 de Convenio Colectivo establece que en el mes de junio pagará a los trabajadores con más de un año de servicio una cantidad equivalente al 50% de su salario básico mensual, esta pago corresponde al año 1999.

Bonificación especial anual

15 días x16.046, 00






Bs. 240.690,00

En cuanto al concepto del plazo para el pago de las prestaciones sociales, según cláusula 40 del Convenio Colectivo, la demandada no le pagó en su debida oportunidad, razón por la cual se declara con lugar la pretensión del trabajador del pago por retraso de 84 días de salario básico según la cláusula 40 del convenio Colectivo.

84 días x 4.333, 33 = 363.999,72

El actor demanda el pago de incentivo correspondiente  al segundo semestre del 1999 que se le adeuda equivalente a cuatro (4) meses trabajados hasta el mes de octubre de 1999.

Bs. 485.000,00 (incentivo) / 6 meses = 80.833.33

Como son 4 meses x 80.833,33= Bs. 323.333,33

En resumen se condena a la demandada a pagar los siguientes conceptos:

Vacaciones y bono vacacional




Bs. 5.054.490,00
Utilidades







Bs. 1.068.063,00
Antigüedad







Bs. 3.079.492,66
Indemnización por despido injustificado



Bs. 4.586.479,55
Preaviso Extra







Bs.     481.380,00

Bonificación especial anual





Bs.      240.690,00

Incentivo 







Bs.      323.333,33

Plazo para el pago de prest. Soc.




Bs.      363.999,72







Total


Bs. 15.197.928,26

No habiendo quedado establecido que se hubiesen pagado todos los intereses sobre la prestación de antigüedad previstos en el artículo 108 de la Ley Orgánica del Trabajo, se condena a la parte demandada a su pago a la parte actora, cuyo monto se determinará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando: 1º) Será realizada por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; 2º) El perito, para calcular los intereses de la antigüedad, considerará las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela, desde el 4 de septiembre de 1996 cuando se causaron las primeras prestaciones de antigüedad hasta el 02 de noviembre de 1999, fecha en que terminó la relación laboral.

De conformidad con lo previsto en el artículo 92 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y la jurisprudencia de la Sala de Casación Social, se ordena el pago de los intereses de mora sobre la cantidad condenada, causados desde el 30 de diciembre de 1999, fecha en la cual entró en vigencia la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, los cuales se determinarán mediante experticia complementaria del fallo, por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; considerando para ello las tasas de interés fijadas por el Banco Central de Venezuela, pues la relación laboral terminó con anterioridad a la entrada en vigencia de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, hasta la fecha efectiva de pago.

Siendo procedente la corrección monetaria para preservar el valor de lo debido, y de conformidad con el artículo 185 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo, se condena a la parte demandada a su pago a la parte actora, cuyo monto se determinará mediante experticia complementaria del fallo, la cual se debe practicar considerando: 1º) Será realizada por un único perito designado por el Tribunal si las partes no lo pudieran acordar; 2º) El perito, a los fines del cálculo de la indexación de ajustará su dictamen a los índices de precios al consumidor para el Área Metropolitana de Caracas, conforme a los respectivos boletines emitidos por el Banco Central de Venezuela, desde la fecha del decreto de ejecución y hasta la fecha en la cual serán pagados estos conceptos.

Como consecuencia de lo anterior se declara parcialmente con lugar la demanda intentada y se ordena pagar la cantidad quince millones cuatrocientos cincuenta y un mil ochocientos veintisiete bolívares con cincuenta y cuatro céntimos (Bs. 15.451.827,54) por vacaciones, bono vacacional, utilidades, antigüedad e indemnización por despido injustificado, preaviso extra, bonificación especial anual e incentivo así como los intereses de las prestaciones sociales, intereses moratorios y la corrección monetaria que resulten de las experticias complementarias del fallo.

DECISIÓN

Por las razones antes expuestas, este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala de Casación Social Accidental, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, declara: 1º CON LUGAR el recurso de casación anunciado y formalizado contra la sentencia publicada el 24 de enero de 2006, dictada por el Juzgado Superior Tercero para el Régimen Procesal Transitorio del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas; y, 2° PARCIALMENTE CON LUGAR la demanda intentada por el ciudadano ANDRÉS ELOY HERRERA DELGADO, contra la sociedad mercantil BANCO DE VENEZUELA S.A.C.A., BANCO UNIVERSAL GRUPO SANTANDER. 

Se ordena a la sociedad mercantil BANCO DE VENEZUELA S.A.C.A., BANCO UNIVERSAL GRUPO SANTANDER, pagar la cantidad de quince millones cuatrocientos cincuenta y un mil ochocientos veintisiete bolívares con cincuenta y cuatro céntimos (Bs. 15.451.827,54), así como los intereses de las prestaciones sociales, intereses moratorios y la corrección monetaria que resulten de las experticias complementarias del fallo.

No hay condenatoria en costas de conformidad con el artículo 59 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.

Publíquese, regístrese y remítase el expediente a la Unidad de Recepción y Distribución de Documentos de la Circunscripción Judicial del Área Metropolitana de Caracas. Particípese de esta remisión al Juzgado Superior de origen, antes identificado, todo de conformidad con el artículo 176 de la Ley Orgánica Procesal del Trabajo.
Dada, firmada y sellada en la Sala de Despacho de la Sala de Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los veintiséis (26) días del mes de octubre de dos mil seis. Años: 196° de la Independencia y 147° de la Federación.

El Presidente de la Sala,

____________________________

JUAN RAFAEL PERDOMO

Magistrado





Magistrado,

_______________________________      
 _______________________________

ALFONSO VALBUENA CORDERO
LUIS E. FRANCESCHI GUTIÉRREZ       

Magistrada,





Magistrada Suplente,

_________________________________
   _____________________________

CARMEN ELVIGIA PORRAS DE ROA       NORA VÁSQUEZ DE ESCOBAR
El Secretario,

_____________________________

JOSÉ E. RODRÍGUEZ NOGUERA
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Nota:
Publicada en su fecha a las

El Secretario,

